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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, mayo veintiuno de dos mil nueve. 

Acta número 0030 de mayo 21 de 2009 
Hora: nueve y treinta de la mañana (9:30 a.m.)
En la fecha y hora señalada, se da inicio a la audiencia pública, dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del demandado, contra la sentencia proferida por el señor Juez Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 19 de Diciembre último, dentro del proceso ordinario entablado por el señor JESÚS ARCESIO AGUDELO al señor ERNESTO DE JESÚS NOREÑA CARDONA.
En sesión previa que se hizo constar en el acta de la referencia, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde al siguiente,

FALLO   

Pretende el demandante, por medio de apoderado judicial bajo el beneficio del amparo de pobreza, que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido y que se condene al pago de la diferencia salarial, cesantías con sus intereses, vacaciones, prima de servicios, por el valor de los dominicales y festivos, dotación de trabajo, parafiscales y seguridad social, corrección monetaria, indemnización moratoria por el no pago oportuno de las prestaciones sociales y todo lo que resulte probado extra o ultra petita, así como las costas del proceso.

Como fundamentos de hechos, se dijo lo siguiente:

El demandante  trabajó como administrador en  la Finca la Esmeralda, vereda Gorgonia del municipio de Santa Rosa de Cabal, celebró contrato de trabajo verbal a término indefinido con el demandado a partir del 15 de noviembre de 2004, el cual fue terminado en octubre 27 de 2007, la remuneración pactada equivalía a $75.000.oo semanales y para los años 2005 y 2006, se incrementó en $5.000.oo y para el 2007 en otros $10.000.oo semanales por lo que a la terminación devengaba $90.000.oo semanales. La labor fue ejecutada de manera personal en las labores propias del campo, atendiendo las instrucciones del empleador y cumpliendo con el horario señalado por éste; la terminación del vínculo se dio por mutuo acuerdo; indica que se le adeudan prestaciones sociales como primas, cesantías, intereses y no fue afiliado a seguridad social integral. Expresó que entre ellos pactaron la cancelación de un millón de pesos de los cuales le canceló el demandado la suma de $570.000.oo.    

Admitida la demanda el 11 de marzo de 2008, se ordenó correr traslado de la misma al accionado, quien oportunamente y representado por apoderado judicial, dio respuesta al libelo, aceptando como ciertos los hechos primero, segundo, cuarto, sexto, octavo y noveno; parcialmente cierto el tercero; no ser cierto el quinto y séptimo. Se opuso a todas las pretensiones y como excepciones de mérito o fondo propuso las de “Pago”, “Haber tenido el actor, durante el tiempo en que estuvo en la finca, marranos, pollos y gallinas, sin reportarle ni un solo peso al patrón a pesar de haberse comprometido a pagar renta por el alquiler de las marraneras y los galpones” y “Haber dispuesto el señor Jesús Arcesio Agudelo de elementos y abonos de la finca para su uso personal sin pagarle nada a su patrono”. 

Citadas las partes a la audiencia prevista por el articulo 77 del C.P.T. y de la S.S., y ante la falta de ánimo conciliatorio no fue posible llegar a un acuerdo, se surtió el traslado de las excepciones, se agotaron las etapas de saneamiento y fijación del litigio y se decretaron las pruebas  pedidas por las partes que se recogieron en las audiencias de tramite. 

Se dictó la sentencia que puso fin a la primera instancia, en la que el juez consideró que quedaba claro que existe un contrato de trabajo entre las partes no solo porque así fue aceptado entre ellos, sino también porque la efectiva prestación del servicio da lugar a presumir su existencia. Así las cosas, encontró demostrados los elementos esenciales del contrato de trabajo previstos por el artículo 23 del C.S.T. Señala que en la respuesta a la demanda no se observa que el demandado haya manifestado en forma expresa las razones por las cuales dejó de cancelar, a la terminación del vinculo, las obligaciones laborales respectivas no obstante no resulta difícil concluir que al momento en que el trabajador decidió retirarse de su función como administrador de la finca, trató de conciliar o acordar con el aquí demandado, el reconocimiento de las acreencias laborales correspondientes, por lo tanto permite lo anterior visualizar la buena fe del empleador. Concluyó condenando al demandando a pagar a favor del actor las sumas respectivas por concepto de salarios insolutos, cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones. 
Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por medio del apoderado judicial de la parte accionada, quien lo sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta el apoderado que el demandante se beneficiaba de un 20% del producido del plátano de la finca y que así lo acreditan las declaraciones recibidas. Que luego de llegar a un acuerdo extra proceso entre las partes el cual no fue cumplido a cabalidad por el demandado por la situación económica, resulta ilógico que el despacho ordene a favor del pretensor el reajuste de salario y por consiguiente el reajuste de las demás prestaciones sociales. 
Resulta inexplicable para el togado, el hecho de que el Juez no haya encontrado demostrado a cabalidad la existencia del porcentaje en el plátano del cual disfrutaba el actor.

Indica que el articulo 127 del C.S.T, establece los elementos integrantes del salario, del cual se puede colegir que no sólo el demandando pagó cumplidamente el sueldo del trabajador sino que le dio el 20% del plátano, y le permitió el uso de las cocheras, vivió en la casa con su familia, utilizó los servicios públicos y que sumadas todas las anteriores superan lo ordenado por el despacho para pagar al demandante.

 Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta Corporación, donde se dispuso el trámite legal correspondiente.

Se procede a resolver lo pertinente, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Problema jurídico.

Concita a esta Sala la decisión atinente a sí será menester el avalúo del componente en especie del salario percibido en actividades agrarias, o si es suficiente para colacionar como salario todas aquellas ayudas adicionales al dinero, que el empleador otorga al trabajador tales como: habitación, cultivos, animales o instalaciones para su beneficio, ventas bajo utilidades, etc.
El juez singular tras relatar lo que en lo fundamental vertieron las partes en las sendas declaraciones de parte, en especial cuando el actor reconoció que recibió el beneficio de plátano, que habían uno o dos vacas para ordeñar, cocheras “si quería tener marranos”, “la señora engordó treinta pollos en ese corralito”, que engordaron cerdos “sin compromiso de pagar arriendo de cocheras, se vendieron en septiembre, luego la hija y la señora mía compraron otros dos marranitos y se sacaron en diciembre (…) él me dijo que me daba el 20% del producto, como así fue (…)”-fl. 66-. Pasó a lo declarado por Noreña Cardona, de quien resaltó su negación en cuanto al acuerdo por escrito en torno al 20% de salario en especie a favor del trabajador.
Concluyó, entonces, que brillaba por su ausencia la prueba o justiprecio en torno al valor de la producción de plátano con el fin de deducir el “monto del porcentaje prometido como beneficio adicional al salario (20%), así como tampoco sobre los beneficios en especie recibidos por el trabajador (Art. 129 C.S.T.) y su familia y, por ello, no podrá tomarse como parte de la remuneración (…)”.
La alzada se enfiló sustancialmente en dejar ver que no era precisa la valoración respecto del porcentaje correspondiente a lo percibido en especie por el laborante, lo cual para el apelante se suplía con las declaraciones de Luis Gonzaga Noreña Cardona, quien dio cuenta acerca del porcentaje percibido por el actor por la explotación del plátano -20%- y Julio César Torres Torres  con arreglo al cual el demandante no solo tenía pollos, gallinas, cerdos, sino que también tenía un porcentaje en el plátano que produjera la finca, que: “sacaba permanentemente cada ocho días revuelto de 30 a 40 racimos, como hubo semanas que sacaba 20 ó 25 pero no fallaba (…)” –fl. 73-.

Entendió que la primera instancia había dado por acreditado el pacto del 20% recibido por el actor por concepto de “plátano”, pero que el valor de ese porcentaje y de los demás beneficios no fue acreditado pericialmente, ni existió contrato en el cual se diga de sus valores. Añadió que Agudelo se albergó con su familia en la casa de la finca, utilizaba los servicios de agua y luz de la finca, que eran cancelados por su propietario, tenía pollos, marranos y gallinas, que además, vendía pollos de engorde y huevos, pero que para el despacho esto no compensaba en nada lo debido, disponiendo por el contrario el reajuste salarial y el pago de prestaciones sociales. 
El conflicto gira, entonces, en torno al salario en especie, su contenido, porcentaje dentro del contexto salarial y manera de avaluarse. A tales inquietudes respondió el legislador al disciplinar en el artículo 129 de la obra sustantiva laboral, previendo, en primer lugar: que “1º) Constituye salario en especie toda aquella parte de la remuneración ordinaria y permanente que reciba el trabajador como contraprestación directa del servicio, tales como la alimentación, habitación o vestuario que el empleador suministra al trabajador o a su familia, salvo la estipulación prevista en el artículo 15 de esta ley”.

Respecto de la valoración del salario en especie prescribe el numeral siguiente: “2º) El salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo. A falta de estipulación o de acuerdo sobre su valor real se estimará pericialmente (…) 3º) (…) cuando un trabajador devengue el salario mínimo legal, el valor por concepto de salario en especie no podrá exceder del treinta por ciento (30%)”.

En cuanto al contenido del salario en especie, es de destacar que la norma arriba transcrita, alude a “toda aquella parte de la remuneración ordinaria y permanente que reciba el trabajador como contraprestación del servicio”, y a manera enunciativa que no taxativa, trae los ejemplos de la alimentación, habitación y vestuario, los cuales constituyen servicios ofrecidos por el patrono que son susceptibles de avaluarse pecuniariamente. No son prestaciones directamente pactadas en dinero, como son las estrictamente monetarias como sumas fijas, comisiones, viáticos, gastos de representación y transporte, utilidades por venta, etc.   
Por ello, no sería procedente pretender que se asumiera como salario en especie las utilidades o porcentajes que el laborante recibiera por concepto de la explotación del cultivo de plátano, pues, además de no corresponder por su naturaleza a una típica prestación en especie por ser estrictamente monetaria, lo que contribuiría a incrementar el salario, efecto no buscado con la contestación de la demanda y con el recurso, es más, podría eventualmente constituir factor salarial según las voces de los artículos 127 y 128 del Código Laboral, lo que antes que beneficiar al empleador lo perjudicaría. 
Es de recordar que la defensa del llamado a juicio está encaminada a que de la noción “salario” percibido por el actor, se separe un componente dinerario y otro en especie. De tal suerte, que de las sumas que ciertamente Agudelo recibió por debajo del mínimo legal, se complementaría su estipendio con lo obtenido en especie y por recta vía, Noreña no quedaría adeudando suma por diferencia salarial.  

Se itera, entonces, que los dividendos por la explotación del plátano no configura salario en especie, así como tampoco las demás circunstancias, tales como las facilidades que se le dieron al asalariado para levantar aves, cerdos y otros alcanzaría tal connotación de salario en especie y en el evento remoto de que así no fuera, esto es, que sí constituyera salario en especie, menester resultaría entrar en el análisis de su valoración, así como competía para lo concerniente a la habitación.  
Reza la segunda disposición transcrita líneas arriba que el salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo y que a falta de estipulación o de acuerdo sobre su valor real se estimará pericialmente. El censor enrostró al funcionario de primera instancia el hecho de no haber acudido a las facultades oficiosas en orden a haber ordenado dicho justiprecio, lo que necesariamente no relevaba al interesado en que ello se produjera así, para solicitarlo oportunamente. Además, la jurisprudencia patria se ha pronunciado en torno a las pruebas de oficio de la siguiente manera:
«El tema de pruebas de oficio en el proceso laboral está consagrado en los artículos 54 y 83 del Código Procesal del Trabajo, y en relación con el alcance de tales normas esta Sala de la Corte en sentencia de enero 29 de 1979, expediente numero 6435, precisó:
‘Cierto es, como lo dice el impugnante, que los funcionarios que tienen a su cargo tramitar y decidir en las instancias los procesos laborales deben practicar las pruebas solicitadas oportunamente por las partes y, aun mas, para la búsqueda de la verdad real sobre los hechos controvertidos, pueden decretar y practicar de manera oficiosa las demás pruebas que consideren pertinentes.
‘Estas atribuciones son de mayor amplitud para los jueces del primer grado porque es a ellos a quienes corresponde la instrucción fundamental del proceso, la dirección de este (CPL, art. 48), la practica personal de las pruebas (ibid., art. 52), el decreto de ellas oficiosamente (ibid., art. 54), e inclusive la potestad de interrogar libremente a las partes (ibid., art. 59). Todo ello para fundar su convencimiento en el análisis del material probatorio conseguido y decidir así el litigio (ibid., art. 60y61).
‘Ya en la segunda instancia los poderes del tri​bunal se restringen, pues solo le es dable practicar pruebas decretadas en la primera cuando en esta dejaron de aducirse sin culpa de quien las pidió, y, fuera de esta hipótesis, apenas le incumbe decretarlas de oficio, mas no como deber sino como potestad (ibid., art. 83).
‘Y en Casación, únicamente después de infirmada la sentencia recurrida, le es dable a la Corte decretar auto para mejor proveer (D.L. 528/64, art. 61).
‘Pero las facultades y deberes que tienen los funcionarios de las instancias en materia de prac​tica de pruebas no llegan ni pueden llegar en ningún caso a desplazar la iniciativa de los litigantes ni a reemplazar las tareas procesales que a cada uno de ellos les incumbe: Al demandante, demostrar los hechos fundamentales de su acción. Al demandado, acreditar aquellos en que base su defensa.
‘El desinterés o la incuria de cualquiera de las partes en aducir sus pruebas no pueden razonablemente ser suplidos por el juez con el pretexto de inquirir la verdad real sobre las materias controvertidas, porque la actuación de este debe ser imparcial en todo tiempo, y sus poderes oficiosos se limitan a esclarecer puntos oscuros o de duda que se presenten en el juicio. Debe pues aclarar lo que parece verdadero en principio y no investigar la fuente misma de la verdad, como si se tratase de asunto criminal.

‘De otra parte, si el juez no cumple con su deber de decretar o de practicar pruebas que le  fueron pedidas, ese incumplimiento no envuelve quebranto aducible en casación de las normas instrumentales que le ordenan proceder celosamente en el tramite de los procesos, como medio para alegar el desconocimiento de textos sustanciales de la ley, sino que apenas comprometería la responsabilidad personal del funcionario frente a los litigantes por las omisiones en que hubiere incurrido. La conducta del juez o tribunal no es tema trascendente dentro de este recurso extraordinario, cuya finalidad suprema es unificar la jurisprudencia nacional.
‘Y si esto es forzosamente predicable en tratándose de un deber del juez, mayor énfasis le corresponde aun en cuanto atañe a su potestad de practicar pruebas de manera oficiosa. Es un ideal buscar la verdad completa antes de resolver pro​cesos judiciales. Pero esa indagación es mas de​ber moral que legal para el sentenciador’.

“En consecuencia, como no encuentra la Sala razones para modificar el criterio contenido en el aparte de la providencia antes transcrito, al mismo se remite para concluir que el cargo que se analiza no está llamado a prosperar; aunque ello no obsta para que se exhorte a los jueces y magistrados para que hagan uso de la facultad que las normas procesales ya citadas les conceden para decretar pruebas de oficio, pues indudablemente cuando las ejercen cumplen el objetivo que estas persiguen como es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial»
 -sublíneas fuera del texto-.
Así las cosas, a más de lo considerado en torno a lo que no debe entenderse por salario en especie, definido está que a tono con la segunda preceptiva del canon 129 de la obra sustantiva laboral: “el salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo y que a falta de estipulación o de acuerdo sobre su valor real se estimará pericialmente” –subrayas del Tribunal- y que como tal valor brilla por su ausencia en el plenario, por culpa de la parte que invocó el efecto perseguido por la norma –art. 177 C.P.C.-, sin que ello tenía necesariamente que suplirse con las facultades oficiosas, pues, como lo recuerda el Consejo de Estado:

“Unas son las pruebas pedidas por las partes, y otras las que  decreta el juzgador de oficio, es decir, motu proprio, sin petición de parte.  Y obviamente, no podría la sala de decisión imponer al consejero conductor del proceso el decreto de pruebas de oficio; tal decisión entrañaría una manifiesta contradicción semántica y jurídica”
.

Por último, es preciso establecer a guisa de aclaración al recurrente, que el juez singular condenó por concepto de reajuste salarial la suma de $1.776.564, por prestaciones sociales la cantidad de $3.157.267.50, compensó el guarismo de $1.320.000, razón por la cual condenó a la suma única de $3.613.831.40, por lo que el reclamo apuntado a que el a-quo, no tomó en cuenta dicho descuento  tampoco prospera.
En consecuencia, no sale avante el recurso y en tal virtud se confirmará la decisión apelada. 

Costas en esta sede a cargo del apelante.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

RESUELVE
CONFIRMAR la sentencia que por vía de apelación se ha revisado.
Costas en esta instancia a cargo del demandado.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARIA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� C.S.J., -Sala Casación Laboral Magistrado Ponente: Dr. Fernando Vásquez Botero - Sentencia de casación, junio 6 de 2001. Radicación 15.267. 


�. Mgda. P. Dra. Clara Florero, sección segunda, auto septiembre 23 de 1993.
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